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Jueza Rivera Marchand y el Juez Adames Soto.1 

 
Cintrón Cintrón, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de agosto de 2024.  

Comparece ante nos, por derecho propio, la señora Grace 

Monge La Fosse (señora Monge La Fosse o apelante) y solicita que 

revoquemos la Sentencia Parcial dictada el 26 de enero de 2024, por 

el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala Superior de San Juan. 

En virtud del referido dictamen, el tribunal desestimó la reclamación 

en daños, violación de derechos constitucionales, libelo, difamación 

y daños y perjuicios, y ordenó la continuación de los procedimientos 

sobre la causa de acción de relevo de sentencia presentada por la 

señora Monge La Fosse.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la Sentencia Parcial apelada.  

I. 

El 25 de mayo de 2023, la señora Monge La Fosse presentó 

una Demanda sobre nulidad de sentencia bajo la Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 49.2, violación de derechos 

 
1 Mediante Orden Administrativa OATA-2024-049 del 30 de abril de 2024, se 

designó al Hon. Adames Soto para entender y votar en este caso debido a la 

inhibición del Hon. Rodríguez Flores. 
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constitucionales, libelo, difamación y daños y perjuicios en contra 

de DLJ Mortgage Capital, Inc. (DLJ Mortgage). Alegó que en el caso 

civil Núm. KCD 2014-1875, el TPI dictó una sentencia que 

interrumpía el debido proceso de ley conforme a la Ley Núm. 184 de 

17 de agosto de 2012 (Ley Núm. 184-2012), según enmendada, 

conocida como Ley para Mediación Compulsoria y Preservación de tu 

Hogar en los Procesos de Ejecuciones de Hipotecas de una Vivienda 

Principal.2 Ello, pues aseguró que el incumplimiento de la mediación 

compulsoria en el caso privó al TPI de jurisdicción para dictar 

sentencia. Por lo anterior, arguyó que la sentencia parcial emitida 

se dictó sin jurisdicción, por lo que era nula y no podía surtir efecto 

alguno. Además, adujo que, DLJ Mortgage persiguió ilegalmente un 

procedimiento de ejecución de sentencia de manera temeraria, al 

publicar en periódicos y páginas de internet información falsa sobre 

la propiedad inmueble objeto de controversia, a sabiendas de su 

falsedad y que cometió libelo y difamación en su contra. Finalmente, 

solicitó una indemnización en concepto de daños y perjuicios 

ascendente a $2,000,000.00. 

El 21 de agosto de 2023, DLJ Mortgage presentó Moción de 

Desestimación al amparo de la Regla 10.2 (5) de Procedimiento Civil. 

En su comparecencia, arguyó que no procedía el relevo de la 

sentencia, pues la señora Monge La Fosse no presentó hechos 

concretos que demostraran que la misma se dictó sin jurisdicción o 

quebrantando el debido proceso de ley. Enfatizó que la sentencia 

cuyo relevo se solicitaba era final y firme, por lo que constituía cosa 

juzgada que impedía la presentación del caso de epígrafe en su 

contra. Para sustentar su posición, DLJ Mortgage explicó que la 

mediación a la que se refiere el estatuto citado por la señora Monge 

La Fosse, aplica a situaciones en las cuales un acreedor hipotecario 

 
2 La sentencia del caso KCD-2014-1875 fue emitida el 10 de marzo de 2021, y 

notificada el 11 de marzo de 2021. 
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pueda iniciar un proceso de ejecución de hipoteca, o el cual pueda 

culminar en la venta judicial de una propiedad residencial que 

constituya una vivienda principal, y que en este caso ésta no 

demostró ni alegó oportunamente que la propiedad objeto de 

ejecución era su vivienda principal previo a que se dictara la 

sentencia que advino final y firme. Además, señaló que la señora 

Monge La Fosse no levantó como error en reconsideración o 

apelación su argumento, aun cuando tuvo oportunidad para ello.  

El 11 de octubre de 2023, la señora Monge La Fosse presentó 

su Oposición a Moción de Desestimación presentada bajo la Regla 

10.2 de Procedimiento Civil. En su escrito, reiteró que la sentencia 

en el caso KCD 2014-1875 fue dictada sin jurisdicción por no 

cumplirse con la mediación compulsoria en un caso de cobro de 

dinero que requiere la Ley Núm. 184-2012, supra. Aseguró que el 

hecho judicial de que no hubo una mediación compulsoria sobre la 

ejecución de hipoteca de su única y principal vivienda no variaba 

por el tiempo que haya transcurrido desde que fue emitida la 

sentencia. Añadió que la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, 

admite la acción independiente de nulidad de sentencia.  

En respuesta, el 26 de octubre de 2023, DLJ Mortgage 

presentó su Réplica a Oposición a Moción de Desestimación en la cual 

aseveró que la señora Monge La Fosse nunca alegó ni afirmó que la 

propiedad objeto de ejecución era su vivienda principal para 

propósitos de la aplicación de la Ley Núm. 184-2012, supra, y que 

conforme a la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, debía desestimarse 

la demanda. Razonó que la señora Monge La Fosse dejó expirar el 

término de seis (6) meses aplicable para presentar una moción de 

relevo de sentencia bajo la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra. 

El 10 de noviembre de 2023, la señora Monge La Fosse 

presentó su Dúplica a Réplica a Oposición a Moción de 

Desestimación. En síntesis, alegó que surgieron incidencias 
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procesales las cuales constituían admisión de parte por DLJ 

Mortgage, al reconocer que hubo una falta de mediación 

compulsoria. Para ello, presentó como anejo la portada de una 

moción informativa presentada por DLJ Mortgage en la cual 

solicitaron un referido a mediación en el caso KCD 2014-1875. 

Puntualizó que, al así hacerlo, estos reconocieron la falta de dicho 

procedimiento judicialmente. 

El 11 de enero de 2024 fue celebrada la Vista Argumentativa, 

a la cual compareció la señora Monge La Fosse, por derecho propio, 

y el Lcdo. Omar J. Hopgood Muñoz, en representación de DLJ 

Mortgage. En la vista, las partes procedieron a exponer sus 

argumentos, reiterando lo ya alegado en sus respectivas 

comparecencias por escrito.  

Así las cosas, el 26 de enero de 2024, el TPI emitió la Sentencia 

Parcial apelada. Mediante esta, y sobre la causa de acción de nulidad 

de sentencia, ordenó la continuación de los procedimientos toda vez 

que de las alegaciones fácticas bien hechas en la demanda, de las 

mociones presentadas y de la vista argumentativa no surgía que se 

haya celebrado la mediación requerida para rebatir la alegación de 

la señora Monge La Fosse a esos efectos. Por tanto, el TPI determinó 

que la señora Monge La Fosse tenía un reclamo plausible según 

expuesto en la demanda. En relación a las demás causas de acción, 

el foro de instancia declaró Ha Lugar la Moción de Desestimación 

presentada por DLJ Mortgage. En lo especifico, dispuso: 

Tomando como ciertas todas las alegaciones fácticas 
bien hechas por la Demandante y según discutido en 

las mociones de las partes y la vista argumentativa 
celebrada, el tribunal dictó sentencia el 10 de marzo de 
2021, notificada el 11 de marzo de 2021 en el caso Civil 

KCD 2014-1875, a favor del aquí demandado DLJ (en 
adelante, “Sentencia”). Posteriormente, DLJ comenzó el 
proceso de ejecución de la Sentencia que según la 

Demanda da lugar a las causas de acción (2) 
VIOLACIÓN DE DERECHOS CONSTITUCIONALES, (3) 

LIBELO Y DIFAMACIÓN y (4) DAÑOS Y PERJUICIOS. 
Como bien indica la Demandante en su OPOSICIÓN A: 
MOCIÓN DE DESESTIMACIÓN PRESENTADA BAJO LA 
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REGLA 10.2 DE PROCEDIMIENTO CIVIL, toda 
sentencia dictada por un tribunal tiene a su favor una 

presunción de validez. Aunque la Regla 49.2 de las de 
Procedimiento Civil, permite un pleito independiente de 

nulidad de sentencia, la misma regla indica que [u]na 
moción bajo esta Regla 49.2 no afectará la finalidad de 
una sentencia ni suspenderá sus efectos. Por tanto, la 

emisión de la Sentencia que advino final y firme tuvo la 
consecuencia de facultar su ejecución. Ante la 

presunción de validez y los efectos de la finalidad de una 
sentencia, DLJ estaba facultado para comenzar un 
proceso de ejecución de sentencia, según provisto por 

las Reglas de Procedimiento Civil y el estado de derecho 
vigente. Por lo anterior, el tribunal no tendría un 

remedio a conceder a la Demandante para las causas 
de acción (2) VIOLACIÓN DE DERECHOS 
CONSTITUCIONALES, (3) LIBELO Y DIFAMACIÓN y (4) 

DAÑOS Y PERJUICIOS; resultando en la desestimación 
de las causas de acción segunda, tercera y cuarta 
contra la Demandada.  

 

Inconforme con la determinación del foro primario, la señora 

Monge la Fosse presentó una Moción de Reconsideración, la cual fue 

declarada No Ha Lugar, mediante Orden, el 15 de febrero de 2024.  

Aún en desacuerdo, la señora Monge La Fosse acude ante este 

Tribunal y señala que el TPI cometió el siguiente error: 

El Tribunal de Primera Instancia erró al dictar 

Sentencia Parcial desestimatoria de la reclamación 
contingente de daños y perjuicios.  
 

 El 15 de abril de 2024, DLJ Mortgage compareció mediante 

Oposición a Apelación. Con el anterior cuadro fáctico, procedemos a 

resolver con el beneficio de la comparecencia de ambas partes. 

II. 

A. 

Como es sabido, toda sentencia dictada por un tribunal tiene 

a su favor una presunción de validez y corrección. Solo en ciertos 

escenarios muy particulares nuestro ordenamiento procesal civil 

permite a una parte solicitar el relevo de los efectos de una sentencia 

previamente dictada en su contra. López García v. López García, 200 

DPR 50, 59 (2018). El relevo de sentencia es un mecanismo 

postsentencia que capacita al juzgador a eliminar o modificar su 
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dictamen, con el objetivo de hacer justicia.3 Este remedio es 

extraordinario, discrecional y se utiliza para impedir que 

tecnicismos y sofisticaciones frustren los fines de la justicia. 

Vázquez v. López, 160 DPR 714, 725 (2003). La Regla 49.2 (d) de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 49.2, regula dicho remedio.4 

La misma dispone que:    

Mediante una moción y bajo aquellas condiciones que 
sean justas, el tribunal podrá relevar a una parte o a su 
representante legal de una sentencia, orden o 

procedimiento por las razones siguientes:   
  

(a) Error, inadvertencia, sorpresa o negligencia 
excusable;   
  
[…] 
  
(d) nulidad de la sentencia;   
  
[…] 
  
(f) cualquier otra razón que justifique la concesión de 

un remedio contra los efectos de una sentencia.   
  
Las disposiciones de esta regla no serán aplicables a las 

sentencias dictadas en pleitos de divorcio, a menos que 
la moción se funde en los incisos (c) o (d) de esta regla. 

La moción se presentará dentro de un término 
razonable, pero en ningún caso después de 
transcurridos seis (6) meses de haberse registrado la 

sentencia u orden o haberse llevado a cabo el 
procedimiento. Una moción bajo esta regla no afectará 
la finalidad de una sentencia, ni suspenderá sus 

efectos. Esta regla no limita el poder del tribunal para: 
 

(1) conocer de un pleito independiente con el 
propósito de relevar a una parte de una 
sentencia, una orden o un procedimiento; 

(2) conceder un remedio a una parte que en 
realidad no haya sido emplazada, y 

(3) dejar sin efecto una sentencia por motivo de 
fraude al tribunal. 

  

[…] 
 

Este mecanismo tiene un rol dual: adelantar el interés de que 

los casos se resuelvan en sus méritos haciéndose justicia sustancial 

y, por otra parte, finalizar los pleitos. García Colón et al v. Sucn. 

 
3 Piazza v. Isla del Río, Inc., 158 DPR 440 (2003); Ortiz Serrano v. Ortiz Díaz, 106 

DPR 445, 449 (1977); Southern Construction Co. v. Tribunal Superior, 87 DPR 903, 

905-906 (1963).   
4 Pérez Ríos et al. v. CPE, 2023 TSPR 136, 213 DPR ___ (2023). 
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González, 178 DPR 527, 540 (2010). También se ha establecido que 

lo dispuesto en la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra: 

[...] aplica sólo en aquellas raras instancias en que existe 
un error jurisdiccional o una violación al debido proceso 
de ley que privó a una parte de la notificación o de la 
oportunidad de ser oída. Esta regla no provee a las 
partes licencia para dormirse sobre sus derechos. 

(Énfasis suplido en el original). López García v. López 
García, supra, pág. 61, citando a J.A. Cuevas 

Segarra, Tratado de derecho procesal civil, 2da ed., 
Estados Unidos, Pubs. JTS, 2011, T. IV, pág. 1415. 

 

De ordinario, la determinación de relevar a una parte de los 

efectos de una sentencia está supeditada a la discreción del foro 

sentenciador. Sin embargo, ello encuentra su excepción en los casos 

de nulidad o cuando la sentencia ha sido satisfecha. López García v. 

López García, supra; García Colón et al. v. Sucn. González, supra. La 

nulidad de una sentencia por una violación al debido proceso de ley 

puede materializarse de distintas maneras. HRS Erase v. CMT, 205 

DPR 689, 699 (2020). 

De igual modo, como norma general, las mociones de relevo 

de sentencia deben presentarse dentro de un término razonable, 

pero en ningún caso después de transcurridos seis (6) meses de 

haberse registrado la sentencia. HRS Erase v. CMT, supra, pág. 

698.  No obstante, tales normas ceden cuando se trata de una 

sentencia que adolece de nulidad. Íd; Piazza v. Isla del Río, Inc., 

supra.  

Ahora bien, reiteradamente se ha establecido que el remedio 

de reapertura no es una llave maestra para reabrir a capricho el 

pleito ya adjudicado.  Piazza v. Isla del Río, Inc., supra.  Por ello, 

debemos enfatizar que, aunque la reapertura existe en bien de la 

justicia, esta no constituye una facultad judicial absoluta, toda vez 

que a este mecanismo procesal se le contrapone la finalidad 

fundamental de certeza y estabilidad en los procedimientos 

judiciales, así como la rápida adjudicación de las 

controversias.  Consecuentemente, les corresponde a los tribunales 
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establecer un balance adecuado entre ambos intereses.  Íd.; Fine Art 

Wallpaper v. Wolff, 102 DPR 451, 457-458 (1974). 

Es importante consignar que una moción de relevo de 

sentencia no puede sustituir los recursos procesales de 

reconsideración o apelación. Vázquez v. López, supra, pág. 726; 

Olmeda Nazario v. Sueiro Jiménez, 123 DPR 294, 299 (1989). Sin 

embargo, en ciertas instancias puede concederse aún después de 

que la sentencia haya advenido final y firme.  Piazza v. Isla del Río, 

Inc., supra; Pagán v. Alcalde Mun. de Cataño, 143 DPR 314, 328 

(1997). 

Para otorgar un remedio contra los efectos de una sentencia, 

el tribunal debe determinar si bajo las circunstancias específicas del 

caso existen razones que justifiquen tal concesión. (Citas 

omitidas).  Así, si la parte que solicita el relevo aduce una buena 

defensa —además de alguna de las circunstancias previstas en la 

Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra— y el relevo no ocasiona 

perjuicio alguno a la parte contraria, este debe ser concedido. García 

Colón et al v. Sucn. González, supra, págs. 540-541. 

En lo pertinente, la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, 

no incide en el poder o autoridad que tienen los tribunales para 

considerar una acción independiente contra una sentencia. Puede 

tratarse sobre la nulidad de sentencia por falta de jurisdicción o 

fraude al tribunal y se trataría de una demanda y un procedimiento 

distinto a aquel en que se produjo la sentencia. Cuando la acción se 

presenta en un pleito independiente, el término de seis (6) meses no 

es aplicable. R. Hernández Cólon, Derecho Procesal Civil, 6ta ed., 

San Juan, 2017, sec. 4814 (citando Calderón Molina v. Federal Land 

Bank, 89 DPR 704 (1963); Bco. Santander P.R. v. Fajardo Farms 

Corp., 141 DPR 237 (1996)).  

De igual manera, el profesor Hernández Colón indica que; 
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Puede ejercitarse la acción independiente para revelar a 
una parte de una sentencia en los casos en que ha 

transcurrido el termino fatal de seis meses de haberse 
registrado la sentencia, siempre y cuando las 

circunstancias sean de tal índole que el tribunal pueda 
razonablemente concluir que mantener la sentencia 
constituiría una grave injusticia contra una parte que 

no ha sido negligente en el trámite de su caso y que, 
además, tiene una buena defensa en los méritos. Id. 

(citando Figueroa v. Banco de San Juan, 108 DPR 680, 
689 (1979).   
  

Tal es lo fundamental, que el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico establece en Bco. Santander P.R. v. Fajardo Farms Corp., supra, 

que;  

[…]existen dos (2) mecanismos a través de los cuales 

una parte puede conseguir ser relevada de los efectos 
de una sentencia dictada sin jurisdicción sobre su 
persona. La Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, 

alude a ambos mecanismos. El primero es una solicitud 
bajo la Regla 49.2 (4), supra, la cual, por disposición de 

la propia regla, debe ser presentada dentro de los seis 
(6) meses siguientes de haberse registrado la sentencia 
u orden o haberse llevado a cabo el procedimiento. 

Transcurrido el término de seis (6) meses dispuesto en 
la Regla 49.2, supra, la parte que desee plantear la 

nulidad de la sentencia debe recurrir a una acción 
independiente de nulidad de sentencia. Pág. 246-247 
 

Después de todo, ya sea que la alegación de nulidad se solicite 

al amparo de la Regla 49.2 (4) de Procedimiento Civil, supra, dentro 

del mismo pleito en que se dictó la sentencia, o ya sea que se haya 

optado por presentar una acción independiente, el remedio que ha 

de ser concedido por el tribunal es el mismo. Íd.  

B. 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, 

es uno de los vehículos procesales disponibles para que una parte 

solicite la desestimación de una demanda. Entre las defensas a 

formularse se encuentra el dejar de exponer una reclamación que 

justifique la concesión de un remedio.  

Así, al enfrentarse a una moción de desestimación de esta 

naturaleza, el juzgador debe dar por buenas y ciertas todas las 

alegaciones fácticas delineadas en la demanda y considerarlas del 

modo más favorable a la parte demandante. Rivera Sanfeliz et al. v. 
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Jta. Dir. First Bank, 193 DPR 38 (2015); Colón Rivera et al. v. ELA, 

189 DPR 1033 (2013).  No obstante, para que ello ocurra, los hechos 

deben ser aseverados de forma adecuada, así como también, 

expresados clara y concluyentemente y que de su faz no den margen 

a dudas. Colón v. Lotería, 167 DPR 625, 649 (2006). 

Ahora bien, el promovente de la solicitud de desestimación 

prevalecerá si le demuestra al TPI que -aun dando por ciertos los 

hechos correctamente alegados- la demanda instada no expone una 

reclamación que justifique la concesión de un remedio.  Pressure 

Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., 137 DPR 497, 505 (1994).  

Se desprende de lo antepuesto que, el juez o la jueza, al 

evaluar una solicitud de desestimación por el fundamento de que la 

demanda no expone una reclamación que justifique la concesión de 

un remedio, está obligado/a a tomar como ciertos todos los hechos 

bien alegados en la demanda y considerarlos de la manera más 

favorable a la parte demandante. Rivera Sanfeliz, et al. v. Jta. Dir. 

First Bank, supra; Colón v. Lotería, supra. Así, solo cuando el TPI 

efectúe dicho examen y esté convencido de que la parte demandante 

no tiene derecho a remedio alguno bajo cualesquiera hechos que 

pueda probar, es que procederá desestimar la demanda. Colón 

Rivera et al. v. ELA, supra, a la pág. 1049; El Día, Inc. v. Mun. de 

Guaynabo, 187 DPR 811, 821 (2013); Pressure Vessels P.R. v. 

Empire Gas P.R., supra.  

La demanda no deberá ser desestimada a menos que se 

desprenda con toda certeza que el demandante no tiene derecho a 

remedio alguno bajo cualquier estado de hechos que puedan ser 

probados en apoyo de su reclamación. Consejo de Titulares v. Gómez 

Estremera et al, 184 DPR 407, 423 (2012); Pressure Vessels P.R. v. 

Empire Gas P.R., supra. Entonces, es necesario considerar si, a la 

luz de la situación más favorable al demandante, y resolviendo toda 
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duda a favor de este, la demanda es suficiente para constituir una 

reclamación válida. Íd. 

III. 

En su único señalamiento de error, la señora Monge La Fosse 

alega que el TPI, sin mediar descubrimiento de prueba ni haberse 

admitido evidencia, aplicó el derecho probatorio en materia de 

presunciones de manera contraria a derecho y al debido proceso de 

ley. Enfatiza que el caso de epígrafe trata de dos reclamaciones, una 

principal (nulidad de sentencia del caso KCD 2014-1874) y una 

contingente (daños y perjuicios) y que la Regla 14.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 14.2, dispone que un tribunal 

no resolverá la reclamación contingente hasta tanto se resuelva la 

reclamación principal. Alega que la sentencia parcial desestimatoria 

de la reclamación “contingente” emitida por el TPI debe dejarse sin 

efecto, puesto que contraviene las disposiciones antes mencionadas. 

Ello, porque la etapa procesal en la que se encuentra el caso no 

permitía que el Tribunal a quo desestimara la reclamación 

contingente sin haberse adjudicado, en primer orden, la 

reclamación principal.  

Por su parte, DLJ Mortgage señala que la señora Monge La 

Fosse basó su acción de nulidad en el supuesto incumplimiento con 

el proceso de mediación compulsoria establecido en la Ley Núm. 

184-2012, supra, pero que nunca alegó ni demostró oportunamente 

que la propiedad objeto de ejecución fuese su vivienda principal para 

propósitos de la aplicación de la referida Ley, previo a que se dictara 

la Sentencia que advino final y firme. Además, arguye que tampoco 

levantó el argumento sobre error en reconsideración o apelación de 

la sentencia dentro del pleito, a pesar de contar con amplia 

oportunidad para ello. Asegura que la señora Monge La Fosse se 

cruzó de brazos y dejó expirar el término de seis (6) meses que tenía 
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para presentar una moción de relevo de sentencia al amparo de a 

Regla 49.2 de Procedimiento Civil. Veamos.  

Es indispensable hacer referencia a la Sentencia que emitió el 

TPI el 10 de marzo de 2021, en el caso KCD 2014-1875, a los efectos 

de establecer unas cuantías a pagar por parte de la señora Monge 

La Fosse a DLG Mortgage en concepto de la deuda del inmueble 

objeto de controversia, además de los intereses. La Sentencia 

dispuso, entre otras cosas, que:  

Se ordena al Alguacil de este Tribunal, que de no 

satisfacerse antes de que esta sentencia advenga final, 
firme y ejecutable, que proceda a vender la propiedad 
antes descrita en pública subasta, al mejor postor, libre 

de cargas y gravámenes posteriores a la hipoteca 
ejecutada y una vez vendida ponga a comprador en 

posesión material de dicha propiedad dentro de los 
veinte (20) días contados desde el momento de 
celebrarse la venta. Servirá como tipo mínimo para la 

primera subasta la suma pactada de $410,400.0 según 
surge de la escritura en la cual se constituyó la garantía 

hipotecaria.  
 

Como consecuencia de lo anterior, y toda vez que la señora 

Monge La Fosse no satisfizo las cuantías impuestas por el TPI, se 

comenzó un proceso de ejecución de sentencia a favor de DLJ 

Mortgage. Posterior a la referida sentencia, la señora Monge La 

Fosse no presentó un escrito en reconsideración, ni una apelación 

ante esta Curia. Se limitó a presentar una nueva reclamación 

(demanda), con nuevas causas de acción relacionadas al caso de la 

ejecución de sentencia y a daños y perjuicios alegadamente sufridos. 

Recordemos que en este caso y según el propio criterio del foro 

primario, el cual evaluó el expediente ante su consideración, no 

procedía en derecho un remedio a conceder a la señora Monge La 

Fosse respecto a la segunda causa de acción de daños y perjuicios, 

violación de derechos constitucionales, libelo y difamación. Lo 

anterior, ya que no surgió del expediente que la señora Monge La 

Fosse hubiera solicitado la reconsideración o la apelación de la 

Sentencia emitida en el caso KCD 2014-1875, la cual advino final 
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y firme, por transcurrir el término dispuesto por ley. Ante tales 

circunstancias, resulta evidente que el tribunal no tenía un remedio 

a conceder a la señora Monge La Fosse para las aludidas causas de 

acción. Por tanto, forzoso es colegir que procedía su desestimación. 

Debemos puntualizar que todas las decisiones y actuaciones 

judiciales se presumen correctas. Vargas v. González, 149 DPR 859, 

866 (1999). Por lo tanto, le compete a la parte que impugne una 

sentencia, probar lo contrario. Escalera v. Armenteros, 74 DPR 11, 

18 (1952). Ante ello, resulta evidente que la referida sentencia se 

presume válida y facultó a DLG Mortgage a encaminar el proceso de 

ejecución de sentencia, el cual se realizó conforme a lo ordenado por 

el foro primario. Ello, independientemente de que en un futuro el 

TPI determine que se incumplió con el proceso de mediación 

compulsoria que contempla la Ley Núm. 184-2012, supra.  

Así las cosas, procede confirmar la determinación del TPI en 

cuanto a la desestimación de la causa de acción sobre daños y 

perjuicios, difamación y libelo presentada por la señora Monge La 

Fosse contra DLJ Mortgage, y la continuación de la causa de acción 

sobre la nulidad de sentencia en el caso KCD-2014-1875. Por lo 

tanto, el error señalado por la apelante no fue cometido. En ausencia 

de pasión, prejuicio o parcialidad, que hubiese podido motivar la 

intervención de este Tribunal de Apelaciones, coincidimos con lo 

pronunciado por el TPI en su determinación.  

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia Parcial apelada.  

Lo acordó y manda este Tribunal y lo certifica la Secretaría del 

Tribunal.  

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


